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CONFLICTO DE COMPETENCIA / ENTIDADES DEL SECTOR DESCENTRALIZADO POR SERVICIOS DEL ORDEN NACIONAL – JUECES DEL CIRCUITO / PARTICULARES – JUECES MUNICIPALES / COMPETENCIA DEL JUEZ DE MAYOR JERARQUÍA. “Según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios. De tal naturaleza participa la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP- (…) se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c), numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, según el cual, hacen parte de ese sector las unidades administrativas especiales con personería jurídica. Y en consecuencia, de las acciones de tutela que contra esa entidad se promuevan, debe conocer un juez con categoría de circuito, asunto que no fue el que motivó el conflicto. Este encuentra sustento en el hecho de haberse citado como demandado al FOPEP. Al respecto es necesario empezar por decir que se comparte el argumento del Magistrado Duberney Grisales Herrera en cuanto que su vinculación resulta ser aparente, ya que los hechos de la demanda solo involucran a la UGPP como la entidad que lesionó los derecho cuya protección invoca el demandante, al proferir el acto administrativo que afecta su mesada pensional.   En esas condiciones, no se justifica vincular a la primera, mientras no se le adjudique la amenaza o lesión a los derechos fundamentales que son objeto de amparo. Permitirlo, sería tanto como patrocinar que con una vinculación aparente, resulte conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia. (…) Pero además de lo anterior, aceptando en gracia de discusión que fuere necesaria la vinculación del referido fondo a la acción de tutela, la competencia para tramitarla tampoco recaería en la Sala Civil Familia de este Tribunal, pues de acuerdo con el precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, al que acudió el funcionario que suscitó el conflicto, aquel fondo, al ser administrado por sociedades del sector privado, adquiere la calidad de particular, y por ende, la competencia para conocer de las acciones de tutela que frente a él se interponen, recae en los juzgados con categoría de municipal de acuerdo con el artículo 1°, numeral 1º, del Decreto 1382 ya citado. Sin embargo, como en este caso, el amparo se pidió frente a una autoridad descentralizada por servicios y un particular, debe conocer de ella el juez de mayor jerarquía, de acuerdo con las reglas que consagra la misma disposición, y concretamente el juzgado con categoría de circuito al que inicialmente le correspondió por reparto.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA MIXTA DE DECISIÓN No. 1

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, febrero nueve (9) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 064 de 9 de febrero de 2017  


Expediente No. 66001-22-18-000-2017-00001-00
Se decide el conflicto de competencia suscitado entre el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira y Sala Civil Familia de este Tribunal, que se rehúsan a conocer de la acción de tutela que promovió el señor Vicente Rodríguez Feo contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP- y el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional -FOPEP-.
A N T E C E D E N T E S 
1. El accionante, quien actúa por medio de apoderado judicial, considera lesionados sus derechos al debido proceso, al mínimo vital y a los derechos adquiridos. Para protegerlos, solicita se ordene a las entidades accionadas retirar del ordenamiento jurídico la Resolución RDP 047755 del 20 de noviembre de 2016; reintegrar la diferencia de la mesada pensional del pasado mes de enero, menguada con fundamento en ese acto y abstenerse de modificar el monto pensional fijado en la Resolución 59768 de 2006, expedida por Cajanal.

La vulneración de tales derechos la encuentra en la primera de las resoluciones citadas, que redujo el monto de su pensión de jubilación con fundamento en una sentencia judicial que no se encuentra ejecutoriada y sin que se hubiese anulado o suspendido el acto administrativo mediante el cual se ordenó reliquidar aquella prestación, por retiro del servicio.

2. Por auto del 1º de febrero último, la titular del Juzgado Quinto Laboral del Circuito de la ciudad, a quien por reparto correspondió la demanda, ordenó devolverla a la Oficina Judicial para que fuera repartida entre los Tribunales Superior del Distrito Judicial y/o Contencioso Administrativo. Para decidir así, consideró que no era competente para conocer de la acción propuesta, en razón a que se dirigió contra una entidad del orden nacional, el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional -FOPEP-, cuenta especial adscrita al Ministerio de Trabajo, representada por la titular de esa cartera o por quien haga sus veces. 
3. Por su parte, el Magistrado Duberney Grisales Herrera, a quien se le asignó por reparto, en Sala Unitaria Civil Familia, mediante proveído del 2 de los corrientes, se abstuvo de conocer del asunto y suscitó el conflicto negativo de competencia, al considerar que tampoco le correspondía conocerlo. Argumentó, con fundamento en jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que la UGPP es una entidad descentralizada por servicios del orden nacional y la vinculación del FOPEP es aparente, pues el acto administrativo a que se refieren las pretensiones, fue emitido por el Subdirector de Determinación de Derechos de aquella entidad. 

C O N S I D E R A C I O N E S

1. La Sala Mixta de este Tribunal es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre la Sala Unitaria Civil Familia y el Juzgado Quinto Civil del Circuito, ambos de Pereira, de conformidad con el inciso 2°, artículo 18 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
2. Según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios.

De tal naturaleza participa la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, de acuerdo con los artículos 1° del decreto 5021 de 2009 y 1.2.1.8 Decreto 1068 de 2015, que la definen como una unidad administrativa del orden nacional con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
En esas condiciones, se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c), numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, según el cual, hacen parte de ese sector las unidades administrativas especiales con personería jurídica. 

Y en consecuencia, de las acciones de tutela que contra esa entidad se promuevan, debe conocer un juez con categoría de circuito, asunto que no fue el que motivó el conflicto.

4. Este encuentra sustento en el hecho de haberse citado como demandado al FOPEP. Al respecto es necesario empezar por decir que se comparte el argumento del Magistrado Duberney Grisales Herrera en cuanto que su vinculación resulta ser aparente, ya que los hechos de la demanda solo involucran a la UGPP como la entidad que lesionó los derecho cuya protección invoca el demandante, al proferir el acto administrativo que afecta su mesada pensional.    
En esas condiciones, no se justifica vincular a la primera, mientras no se le adjudique la amenaza o lesión a los derechos fundamentales que son objeto de amparo. Permitirlo, sería tanto como patrocinar que con una vinculación aparente, resulte conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia. Además, porque de acuerdo con el artículo 13 de la ley 2591 de 1991: “La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental…”
Sobre la vinculación aparente, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho: 

“Si bien el sujeto pasivo de la presente acción fue el Ministerio de Educación Nacional, del escrito de amparo no se extracta la existencia de ningún presupuesto fáctico que permita atribuirle actuación u omisión lesiva de derechos fundamentales, en tanto no se cuestiona el programa que forma parte de su política, sino justamente la gestión del administrador, calidad que precisamente recae en el Icetex.

Entonces, es innegable que se presentó la vinculación aparente  de dicha Cartera Ministerial, situación sobre la que esta Sala ha señalado que «no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria» ( CSJ ATC, 31 mar. 2016, rad. 1687-16, reiterada en ATC, 6 abr. 2016, rad. 1930-2016).

Por tanto, al Tribunal Superior no le correspondía decidir en primera instancia la acción de tutela en mención, ni la Corte lo es para resolver su impugnación…”

Pero además de lo anterior, aceptando en gracia de discusión que fuere necesaria la vinculación del referido fondo a la acción de tutela, la competencia para tramitarla tampoco recaería en la Sala Civil Familia de este Tribunal, pues de acuerdo con el precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, al que acudió el funcionario que suscitó el conflicto, aquel fondo, al ser administrado por sociedades del sector privado, adquiere la calidad de particular, y por ende, la competencia para conocer de las acciones de tutela que frente a él se interponen, recae en los juzgados con categoría de municipal de acuerdo con el artículo 1°, numeral 1º, del Decreto 1382 ya citado. Sin embargo, como en este caso, el amparo se pidió frente a una autoridad descentralizada por servicios y un particular, debe conocer de ella el juez de mayor jerarquía, de acuerdo con las reglas que consagra la misma disposición, y concretamente el juzgado con categoría de circuito al que inicialmente le correspondió por reparto.
5. En consecuencia, el conflicto debe decidirse en el sentido de que es la señora Jueza Quinta Laboral del Circuito local la competente para asumir el conocimiento de este proceso. Por tanto, se dispondrá remitirle el expediente, previa información de lo acontecido al despacho del Magistrado Duberney Grisales Herrera.

Por lo expuesto, la Sala Mixta No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 
PRIMERO: Dirimir el presente conflicto de competencia, en el sentido de que es la señora Jueza Quinta Laboral del Circuito de Pereira la competente para conocer de la acción de tutela instaurada por el señor Vicente Rodríguez Feo contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP- y el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional -FOPEP-.
(Continúa parte resolutiva del conflicto de competencia radicado 66001-22-18-000-2017-00001-00)
SEGUNDO: Remítase el expediente al referido despacho y dese cuenta de la decisión adoptada al Magistrado que provocó el conflicto.

TERCERO: Notifíquese este auto a la parte actora por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 




JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
� Sala de Casación Civil, auto del 29 de septiembre de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, expediente ATC6628-2016, radicación No. 11001-22-10-000-2016-00437-01 
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